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1.- EL CONTEXTO CONSTITUCIONAL DE LA FINANCIACIÓN 
AUTONÓMICA VALENCIANA.
Antes de adentrarnos en el análisis del sistema de financia-
ción de la Comunitat Valenciana, hay que situar al Estatuto 
dentro del contexto de las normas y principios constitucionales 
en los que se mueve la actividad financiera de las Haciendas 
territoriales.
En efecto, en diciembre de este mismo año se cumpli-
rán treinta años de la promulgación de la Constitución 
española. En el texto constitucional se pueden discer-
nir dos partes claramente diferenciadas: la primera, en 
la que se establecen los derechos y libertades funda-
mentales de los ciudadanos, inherentes a cualquier 
Estado democrático, y la segunda, en la que se 
diseña una organización territorial basa-
da en un Estado Central, Comunidades 
Autónomas, y Entidades Locales, entre 
las cuales se reparten las diferen-
tes competencias. Respecto a 
las Comunidades Autónomas, 
la Constitución garantiza 
la autonomía finan-
ciera de las mismas, 
y en relación a las 
entidades locales, la 
suficiencia financiera. 
En ambos casos, era 
necesario dotar a estas 
entidades territoriales, no sólo 
de las instituciones políticas 
propias que garantizarán su auto-
nomía en el ámbito de sus compe-
tencias (un gobierno autónomo y una 
asamblea legislativa en el caso de las 
CC.AA), sino que era necesario otorgarles 
un sistema de recursos con los que financiar las 
necesidades públicas asumidas. O dicho en otros 
términos, había que diseñar también un sistema de 
reparto del poder financiero. 
 En este sentido, la Constitución fijó, por un lado, la 
distribución del poder financiero, esto es, del poder para 
establecer un sistema de ingresos y gastos; de llevar a cabo, 
en definitiva, la actividad financiera en un Estado descentrali-
zado como es el caso español. Por otro lado, la Constitución 
estableció los principios comunes que limitarían el ejercicio 
de ese poder financiero y del establecimiento y  regulación de 
esos ingresos y gastos (principios de justicia formal y material 
del sistema tributario y del gasto público). Además, estable-
ció los principios en los que se debían inspirar las relaciones 
entre los diferentes niveles de la Hacienda Pública. 
Así pues, la Constitución española tuvo que diseñar un repar-
to del poder financiero y, dentro de él, del poder tributario 
(el poder para establecer un sistema de recursos tribu-
tarios). En los casos en que la organización territo-
rial de un país se basa en un Estado central 
y territorios autónomos, existen teóricamente 
dos sistemas contrapuestos de financia-
ción: el Sistema de separación: los diferen-
tes  impuestos se reparten entre el Estado 
central y los territorios autónomos; el 
Sistema de unión: el Estado, en cuyos 
órganos  participan los representan-
tes de los diversos territorios, tiene 
la competencia exclusiva para 
establecer impuestos  iguales 
en todo el territorio nacio-
nal y para recaudarlos. 
La suma de dinero 
así recaudada pasa 
a constituir un fondo 
común que después 
se reparte entre 
Estado central y  territo-
rios autónomos. También 
existen sistemas mixtos, en 
los que pueden identificarse 
rasgos tanto del sistema de sepa-
ración como del  sistema de unión.
La Constitución estableció un régi-
men general de financiación para todas las 
Comunidades Autónomas con la excepción de 
los territorios históricos del País Vasco y Navarra, 
respecto de los cuales se mantuvo el régimen de 
concierto o convenio. El régimen general, regulado en 
la Ley Orgánica de Financiación Autonómica (LOFCA), se 
calificó como un sistema  mixto en el que, preponderando los 
elementos del sistema de unión, se introdujo dosis de separa-
ción. No obstante, la evolución posterior en el desarrollo del 
La financiación autonómica 
en el Estatuto de Autonomía 
de la Comunitat Valenciana
La financiación de la Comuntitat Valenciana for-
ma parte del llamado Régimen Común de Fi-
nanciación diseñado por los arts. 157 y 158 de la 
Constitución española y desarrollado por la Ley 
Orgánica de Financiación de las Comunidades 
Autónomas (LOFCA) y por los Estatutos de Au-
tonomía. El artículo realiza un examen de esta 
financiación y de la evolución de la misma a tra-
vés de las diferentes reformas de la LOFCA y de 
los Estatutos de Autonomía, con especial aten-
ción al Estatuto de la Comunitat Valenciana tras 
la reforma de 2006.
Colegio Oficial de 
Doctores y Licenciados 





sistema de financiación autonómico, con las reformas de la 
LOFCA de 1996 y 2001, ha puesto de manifiesto una tendencia a 
aumentar las competencias de las Comunidades Autónomas 
en materia tributaria y, por lo tanto, a aumentar los rasgos 
del sistema de separación. Esta tendencia se mantiene en el 
momento presente en que se está volviendo a debatir un nuevo 
sistema de financiación autonómico tras la promulgación de 
los nuevos Estatutos de Autonomía.
El desarrollo del sistema común de financiación se reser-
vaba por la Constitución a una Ley Orgánica, y ésta fue la Ley 
Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre,  de Financiación de las 
Comunidades Autónomas (LOFCA). En efecto, la LOFCA ha 
regulado el régimen general de financiación previsto en los 
artículos 157 y 158 de la  Constitución y a él se han adaptado 
también la generalidad de  los Estatutos y entre ellos el de la 
Comunitat Valenciana.
En cuanto al sistema de ingresos, la propia LOFCA, en  sus 
disposiciones adicionales primera y segunda, y al amparo de 
la disposición adicional primera de la Constitución, reconoce 
que el régimen se excepciona en los casos de los Territorios 
Históricos que constituyen la Comunidad Autónoma del País 
Vasco y el Territorio Histórico de Navarra en los que ha de 
aplicarse el régimen especial de  Concierto o Convenio1.  Así 
pues, en nuestro Ordenamiento jurídico hay dos regímenes 
de financiación, con diferentes manifestaciones por tanto del 
poder tributario de las Comunidades Autónomas respectivas. 
El sistema  de financiación de la Comunitat Valenciana se inte-
gra en el llamado régimen general o sistema LOFCA, al que 
inmediatamente nos referiremos.
2.- EL RÉGIMEN DE FINANCIACIÓN VALENCIANA DENTRO 
DEL RÉGIMEN DE FINANCIACIÓN DE LA LOFCA Y DE LA LEY 
DE CESIÓN DE TRIBUTOS.
Las competencias que integran el poder tributario de  la 
Comunitat Valenciana, al igual que el resto de las Comunidades 
Autónomas del régimen general o común de financiación, se 
encuentran reguladas por la LOFCA de 1980 (modificada parcial-
mente en 1996 - LO 3/1996, de 27 de diciembre- y en 2001 - LO 
7/2001, de 22 de septiembre-);  por  el Estatuto de Autonomía de 
la Comunitat Valenciana (LO 1/2006, de 10 de abril, de Reforma 
de la LO 5/1982, de 1 de julio, de Estatuto de autonomía de la 
Comunitat Valenciana);y por la Ley 21/2001 de 27 de diciembre, 
por la que se regulan las medidas fiscales y administrativas del 
nuevo sistema de financiación de las Comunidades Autónomas 
de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía.
En el sistema diseñado por la LOFCA, calificado como 
un sistema mixto pero con fuertes dosis de unión, ya que 
los principales impuestos del sistema tributario (Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas, Impuesto sobre 
Sociedades e Impuesto sobre el Valor Añadido) no se cedían 
a las Comunidades Autónomas, y respecto de los cedidos 
(Impuesto sobre el Patrimonio, Impuesto sobre Sucesiones y 
1 Este régimen especial tuvo su origen en las leyes  de 21 de julio de 1876 y 
10 de enero de 1877, que sometieron estos territorios forales al sistema tributa-
rio del Estado  con arreglo a una fórmula paccionada que mantuvo su vigencia 
hasta que el Decreto-Ley de 23 de junio de 1937 suprimió el  régimen de concier-
to económico con las Diputaciones forales de Guipúzcoa y Vizcaya. Sí se mantuvo 
así para las de Álava y  Navarra. La Disposición adicional 1ª de la Constitución 
española establece que “La Constitución ampara y respeta los  Derechos histó-
ricos de los territorios forales”.
Este sistema, que es similar en Navarra y en el País Vasco, consiste en que, 
a través de  una disposición normativa del Estado y por medio de conversacio-
nes previas entre representantes de la Administración  central y de los terri-
torios afectados, se fija la cantidad  global o “cupo” con que cada uno de los 
territorios históricos contribuyen al sostenimiento de las cargas generales del 
Estado.  Las distintas Diputaciones tienen facultades tanto normativas como 
de gestión en relación con los tributos concertados de normativa autónoma.
Donaciones e Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y 
Actos Jurídicos Documentados) sólo se cedía el importe recau-
dado, se objetó la poca autonomía tributaria otorgada a las 
Comunidades Autónomas, ya que la capacidad de crear tribu-
tos propios era muy residual al estar vetado por la Ley (art.6.2) 
la creación de tributos sobre hechos imponibles ya gravados 
por el Estado. Por lo tanto, el sistema diseñado por la LOFCA 
en 1980 era un sistema de financiación muy dependiente del 
Estado, lo que limitaba la autonomía, aunque contenía en 
opinión de otros, unas mayores dosis de solidaridad, al poder 
ser el reparto de los recursos hasta inversamente proporcio-
nal a lo aportado por las distintas CCAA a los Presupuestos 
Generales del Estado. 
La primera reforma de la LOFCA se llevó a cabo en 1996. En 
el debate que precedió a la citada reforma se destacaban, como 
problemas planteados por el sistema diseñado en la LOFCA, los 
tres siguientes: 1) La falta de corresponsabilidad del sistema, 
es decir, poca autonomía en el ingreso que no se correspondía 
con la amplia autonomía en materia de gasto. 2) La falta de 
mecanismos aptos para asegurar el principio de solidaridad. 3) 
La falta de control y coordinación del endeudamiento.
Ante la denunciada falta de corresponsabilidad fiscal, en 
realidad se han acometido dos reformas, aunque parezca 
que ambas son independientes. Efectivamente, por un lado 
se ha aumentado el peso de los ingresos tributarios de las 
CCAA directamente vinculados a los impuestos pagados por 
los ciudadanos residentes en el territorio de la Comunidad 
Autónoma, no tanto a través de un sistema impositivo propio 
como de un sistema que hoy podemos llamar compartido, al 
haberse cedido gran parte de los impuestos del sistema esta-
tal. Por otro lado, se ha limitado la posibilidad de financiar 
gastos a través del recurso al endeudamiento. Por tanto, las 
Comunidades Autónomas tienen limitada su posibilidad de 
gastar básicamente a sus posibilidades de obtener ingresos 
tributarios con el nuevo sistema.
En efecto, las reformas acometidas con posterioridad han 
acentuado los rasgos del sistema de separación, al ceder parte 
de la recaudación y de la capacidad normativa de los tributos 
más importantes del sistema y gran capacidad normativa y de 
gestión respecto a los tributos que ya estaban cedidos.
Hay que tener en cuenta que las manifestaciones más 
importantes del poder tributario de las CCAA se manifiestan 
en relación con los tributos propios y los cedidos.
Los tributos propios son los establecidos y aplicados por 
cada Comunidad Autónoma como manifestación de su poder de 
imposición. Las Comunidades Autónomas tienen facultad para 
establecer sus propios tributos incluidos los recargos sobre 
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impuestos estatales, correspondiéndoles, asimismo, la gestión, 
liquidación, recaudación e inspección de sus tributos propios.
Los límites más significativos a este poder son: la prohibición 
de adoptar medidas tributarias sobre bienes situados fuera de 
su territorio o que supongan obstáculo para  la libre circulación 
de personas, mercancías o servicios; la imposibilidad de que 
los tributos propios recaigan sobre hechos imponibles ya grava-
dos por el Estado; y la necesidad de otorgar una compensación 
financiera a las Corporacio nes locales cuando se establezcan los 
tributos de éstas a favor de la Hacienda Autonómica.
Las CCAA han centrado sus tributos propios en la imposición 
sobre el medio ambiente y sobre el juego. Los tributos propios 
de la Comunitat Valenciana han sido el Canon de saneamiento 
(Ley 2/1992, de 26 de marzo) y el Recargo sobre la Tasa que 
grava los juegos de suerte, envite o azar (Ley 14/1985, de 27 de 
diciembre)
Los tributos cedidos son aquellos  establecidos y regulados 
por el Estado, esto es, aquellos que son de titularidad estatal, 
pero cuyo producto recaudatorio, en todo o en parte, corres-
ponde a la Comunidad Autónoma. Asimismo, las Comunidades 
Autónomas pueden tener capacidad normativa sobre determi-
nados aspectos de los tributos cedidos.
DE ACUERDO CON EL ARTÍCULO 17 DE LA LEY 21/2001 
SE HAN CEDIDO EFECTIVAMENTE A LAS COMUNIDADES 
AUTÓNOMAS:
a) El Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.(33%)
b) El Impuesto sobre el Patrimonio.
c) El Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
d) El Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados.
e) Los Tributos sobre el juego.
f) El Impuesto sobre el Valor Añadido. (35%)
g) El Impuesto sobre la Cerveza. (40%)
h) El Impuesto sobre el Vino y Bebidas Fermentadas. (40%)
i) El Impuesto sobre Productos Intermedios. (40%)
j) El Impuesto sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas. (40%)
k) El Impuesto sobre Hidrocarburos. (40%)
l) El Impuesto sobre las Labores del tabaco. (40%)
m) El Impuesto sobre la Electricidad.
n) El Impuesto Especial sobre Determinados Medios de 
Transporte.
o) El Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados 
Hidrocarburos.
Las Comunidades Autónomas, en cuanto a estos tributos y 
en los términos que establece la Ley 21/2001, de 27 de diciem-
bre por la que se regula el sistema de financiación de las 
Comunidades Autónomas de régimen común, podrán asumir 
competencias normativas que van desde la regulación de la 
tarifa correspondiente a la parte autonómica del impuesto y las 
deducciones de la cuota autonómica por circunstancias perso-
nales, inversiones no empresariales y aplicaciones de renta en 
el IRPF, hasta la regulación de tipos, exenciones, deducciones 
y bonificaciones en el Impuesto sobre el Patrimonio o sobre 
Sucesiones y donaciones, por ejemplo.
En el caso de que las Comunidades Autónomas no ejer-
citen estas competencias normativas se aplican las normas 
estatales. 
La cesión de los tributos a la Comunitat Valenciana, en los 
términos de la LOFCA y de la Ley General de Cesión, se llevó a 
cabo por la Ley 24/2002, de 1 de julio, del régimen de cesión de 
tributos del Estado a la Comunidad Valenciana y de fijación del 
alcance y condiciones de dicha cesión.
3.- EL RÉGIMEN DE FINANCIACIÓN EN EL ESTATUTO 
DE LA COMUNITAT VALENCIANA
El Estatuto de Autonomía de la Comunitat Valenciana fue 
aprobado por la LO 5/1982, de 1 de julio, y ha sido reformado 
por la LO 1/2006, de 10 de abril. Tras la reforma, se dedica el 
Título IX del mismo, según establece su rúbrica, a “Economía 
y Hacienda”, siendo esta última, la Hacienda Pública valencia-
na, la que debe identificarse con la actividad financiera y con 
el Patrimonio de la Comunidad Autónoma y, por lo tanto, la 
que integra el sistema de recursos y de gastos públicos de la 
Hacienda Autonómica.
Como antes hemos destacado, la financiación valencia-
na forma parte del llamado régimen común de financia-
ción autonómica, y la propia 
Disposición adicional primera 
del Estatuto establece que el 
ejercicio de las competencias 
financieras se ajustará a lo que 
dispone la LOFCA. Asimismo, 
la referencia a la LOFCA es 
reiterada en muchos de los 
artículos del título IX. El Estatuto 
reitera también en el artículo 67 
los principios constitucionales de 
autonomía, suficiencia y solidari-
dad, y la existencia de un patrimo-
nio y una Hacienda propia.
Con respecto a la autonomía 
financiera, estará limitada por la 
Constitución y la LOFCA, por lo que 
la capacidad normativa, aplicación de 
los tributos y resolución de reclama-
ciones, aunque el Estatuto establece 
que será máxima, es evidente, como 
también mantiene, que lo será en los 
términos de la legislación estatal.
El principio de solidaridad se predica, 
respecto al interior de la Comunidad, 
velando por un equilibrio territorial 
valenciano, y que por lo tanto será respon-
sabilidad de la Generalitat, pero al mismo tiempo como un prin-
cipio que será exigible al Estado en cumplimiento del artículo 138 
de la Constitución respecto a todo el territorio nacional.
Por último, el principio de suficiencia exige que la LOFCA 
garantice los recursos necesarios para atender las nece-
sidades de gasto de la Comunitat Valenciana en función de 
sus competencias, garantizando un nivel mínimo de servi-
cios públicos equiparables al resto del Estado, estableciendo 
mecanismos de nivelación, atendiendo especialmente a crite-
rios de población. Obsérvese cómo en las últimas propuestas 
de reforma de la financiación autonómica se pretende garanti-
zar sólo el nivel mínimo en los servicios de educación, sanidad 
y sociales, mientras que el Estatuto hace referencia a todos los 
servicios públicos.
La Hacienda de la Comunitat Valenciana está constituida por 
los siguientes recursos, según el artículo 72 del Estatuto:
a) Los ingresos procedentes de su patrimonio y demás dere-
chos privados, legados, donaciones y subvenciones.
b) Los impuestos propios, tasas y contribuciones especiales.
c) Los rendimientos de los impuestos cedidos por el Estado.
d) Los recargos sobre los impuestos estatales.
e) Un porcentaje de participación en la recaudación total del 
Estado.
f) Las asignaciones y subvenciones con cargo a los Presu-
puestos Generales del Estado.
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g) La emisión de deuda y el recurso al crédito.
h) Los ingresos procedentes del Fondo de Compensación Ínter 
territorial.
i) El producto de las multas y sanciones en el ámbito de su 
competencia.
j) Los ingresos procedentes de Fondos de la Unión Europea.
k) Cualquier otro tipo de ingresos que se puedan obtener en 
virtud de leyes.
El Estatuto, en el artículo 73, 
enumera el listado de tributos 
cedidos por el Estado, tal como 
aparece en la LOFCA tras la 
reforma de 2001, sin hacer 
referencia a porcentajes de 
cesión, lo cual es lógico, 
ya que los mismos pueden 
variar, como de hecho 
previsiblemente sucede-
rá, en futuras reformas 
de la LOFCA. Sorprende 
sin embargo, que se 
haga referencia a la 
cesión del rendimiento 
de estos tributos, y no 
a parte de la capaci-
dad normativa sobre 
los mismos, tal como 
ya aparece cedido por 
la LOFCA. Es decir, 
que en este punto, 
la LOFCA refleja un 
mayor nivel de cesión 
que el Estatuto. Es 
evidentemente una 
cuestión meramente 
formal, ya que la remisión constante del Estatuto 
a la LOFCA otorga obviamente el mismo nivel de cesión. 
Sin embargo, otros Estatutos, como el Catalán (LO 6/2006,de 
19 de julio), el de Andalucía  (LO 2/2007, de 19 de marzo) o el de 
Aragón (LO 5/2007, de 20 de abril), han desbordado el marco 
de la LOFCA, estableciendo la posibilidad de tributos totalmente 
cedidos en cuanto a capacidad normativa y de recaudación.
No obstante, el Estatuto valenciano, también en previsión de 
futuras reformas- ahora próximas-, establece que la modifi-
cación del artículo que enumera los tributos cedidos se podrá 
hacer mediante acuerdo del Gobierno de España y el Consell 
de la Generalitat a través de una ley, sin que se considere 
reforma del Estatuto. 
El Estatuto prevé también la compensación que el Estado 
debe otorgar a la Comunitat Valenciana en el caso de que una 
reforma o modificación del sistema tributario español impli-
que una supresión de tributos o una variación de los ingresos 
de la Comunitat Valenciana. Este supuesto se planteará inme-
diatamente ante la supresión de hecho del Impuesto sobre 
el Patrimonio, que es un Impuesto cedido a las CCAA. Esta 
misma compensación la tendrá que llevar a cabo la Generalitat 
cuando establezca tributos sobre hechos imponibles sujetos a 
imposición municipal.
El Estatuto no añade nada más a lo establecido en la LOFCA, 
remitiendo la regulación de la participación en los impuestos 
del Estado al acuerdo con el Gobierno y el Parlamento del 
Estado en los términos de la LOFCA, revisándose este porcen-
taje en los términos de la Ley. La aplicación de los tributos 
propios se encomienda al Servicio Tributario valenciano.
 Por último, resulta importante la creación de una Comisión 
Mixta en la disposición transitoria primera del Estatuto, inte-
grada por representantes del Estado y la Generalitat de forma 
paritaria. Entre la funciones de la Comisión Mixta está el esta-
blecimiento del alcance y condiciones de la cesión de tributos.
Asimismo, y teniendo en cuenta que en el modelo de 
financiación actual los recursos más importantes proceden 
de los tributos cedidos y de la participación en los impues-
tos del Estado no cedidos, resulta sumamente importante la 
Disposición transitoria segunda del Estatuto. En la misma se 
establece que, hasta que se haya completado el traspaso de 
los servicios correspondientes a competencias de la Comunitat 
Valenciana, el Estado garantizará la financiación de los servi-
cios transferidos con una cantidad igual al coste del servicio 
en el momento de la transferencia. La Comisión Mixta adop-
tará un método encaminado a fijar el porcentaje de participa-
ción en los ingresos del Estado, teniendo en cuenta tanto los 
costes directos como los costes indirectos de los servicios, así 
como los gastos de inversión que correspondan. Asimismo, al 
fijar las transferencias para inversiones, se tendrá en cuenta 
la conveniencia de equiparar los niveles de servicios en todo el 
territorio del Estado.
Esta disposición transitoria trae su causa también de la 
reforma de la financiación autonómica de 2001. En efecto, el 
art. 13 de la LOFCA, tras la reforma de la LO 7/2001,  contempla 
tres mecanismos para asegurar la suficiencia, ya recogidos en 
la ley 23/2001, de 27 de diciembre de Presupuestos generales 
del Estado para 2002:
-El Fondo de suficiencia, que cubrirá la diferencia entre las 
necesidades de gasto calculadas para la Comunidad Autónoma 
y su capacidad fiscal, fijado su montante inicial en la respecti-
va comisión Mixta.
-El Fondo Complementario al Fondo de Compensación Ínter 
territorial, a través del cual se pueden financiar los gastos 
corrientes asociados a la inversión financiada con el FCI.
-Las Asignaciones de nivelación, que garantizan en todo el 
territorio español el nivel mínimo de los servicios públicos de 
educación y sanidad. 
Estas asignaciones complementarias tienen, sin embar-
go, carácter excepcional, ya que la propia ley establece que 
si hubieran de reiterarse en un espacio de tiempo inferior a 
cinco años, el Gobierno propondrá, previa deliberación del 
Consejo de Política Fiscal y Financiera, a las Cortes Generales 
la corrección del Fondo de suficiencia.
En definitiva, el Estatuto es rigurosamente respetuoso con 
la Constitución y con la LOFCA, pero lo suficientemente abierto 
como para encajar con cualquier previsible y futura reforma del 
sistema de financiación autonómica. La cuestión a debatir, a la 
vista de todas las reformas estatutarias realizadas en España y 
al debate abierto de nuevo sobre la financiación de las autono-
mías de Régimen Común, es si es posible volver a reformar la 
LOFCA sin reformar el modelo que previó la Constitución hace 
ahora treinta años y, por lo tanto, la Constitución misma.
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